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TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 
 

SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 
 

Medellín, trece de junio de dos mil veintidós  

 
 

Tipo de pretensión:  Prescripción adquisitiva de dominio 
Procedencia:   Juzgado Tercero Civil del Circuito de Medellín  
Demandante:  Urbanización Guayacán de La Calera P.H. 
Demandados: Promotora La Cumbre S.A. 

Radicado:   05001 31 03 003 2019 00505 02 
Asunto:   Confirma decisión de primera instancia 

 

ASUNTO 

 

Se decide el recurso de apelación formulado por la parte demandante frente 

a la sentencia del 24 de noviembre de 2021, proferida por el Juzgado Tercero 

Civil del Circuito de Medellín. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. Sobre lo pretendido (e.d primera instancia - 52)  

 

Urbanización Guayacán de La Calera P.H presentó demanda contentiva de 

pretensión declarativa de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio 

frente a la sociedad Promotora La Cumbre S.A. Lo anterior, con fundamento 

en los siguientes hechos:  

 

- Que la Urbanización Guayacán de La Calera P.H ha ejercido posesión 

sobre un lote de terreno denominado “Lote BPV”, con un área de 
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1.307,93 metros cuadrados, ubicado en el barrio Poblado de la ciudad 

de Medellín e identificado con matrícula inmobiliaria No. 001-965670 

de la Oficina de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur. 

 

- Que en el lote pretendido se encuentran áreas y elementos que sirven 

a la urbanización, como: luminarias, aviso o letrero contentivo del 

nombre de la copropiedad y la nomenclatura, zona verde, jardín, 

portería, vía de acceso vehicular y peatonal que se extiende desde la 

calle 6A hasta la portería del edificio. 

 

- Que la demandante ha velado por el mantenimiento, conservación y 

seguridad del inmueble, ejerciendo actos de señor y dueño como: 

mantenimiento y conservación de la vía que sirve de ingreso a los 

residentes de la copropiedad, pago del servicio público de energía 

ocasionado por las luminarias, labores de limpieza, jardinería y 

paisajismo, mantenimiento de luminarias y vigilancia de la zona. En 

igual sentido, señala que en el inmueble pretendido se encuentra el 

aviso con el nombre y logo de la Urbanización Guayacán de La Calera 

P.H. 

 

- Que la posesión, con ánimo de señora y dueña, se ha ejercido desde el 

2 de abril del año 2009, fecha para la cual la copropiedad adquirió su 

personería jurídica. A partir de entonces, la activa ha ejercido posesión 

por más de 10 años y hasta la actualidad, de una manera pública, 

pacífica, libre e ininterrumpida, y realizado actos propios de tal calidad, 

con los cuales ha velado por el adecuado uso y conservación del 

inmueble que se pretende.    

 

- Que la demandante no ha reconocido dominio alguno de la 

demandada sobre el inmueble, ni de otra entidad o persona, llevando 

a cabo una posesión sin oposición o molestia. 
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Asimismo, la demandante alega que el “Lote BPV” ha pertenecido a la 

Urbanización Guayacán de La Calera P.H desde la construcción del complejo 

habitacional, pues ésta siempre ha considerado que todas las áreas recibidas 

por parte de la constructora son de su propiedad. Además, señala que el 

inmueble en cuestión ha sido referenciado en múltiples trámites que sirvieron 

para desarrollar el proyecto inmobiliario, indicando que este lote pertenece a 

Guayacán de La Calera. 

 

2. De la negación de la parte pasiva 

 

La parte demandada fue debidamente integrada al proceso. En el caso de las 

personas indeterminadas, se hizo una adecuada vinculación a través de 

notificación por emplazamiento y asistencia de curador ad litem. 

 

2.1. La contestación de Promotora La Cumbre S.A. (e.d primera 

instancia - 55).  La Promotora La Cumbre S.A. se opuso íntegramente a lo 

pretendido, aduciendo las siguientes razones:  

 

La demandada indica que el “Lote BPV” siempre ha estado destinado a 

conformar la vía de acceso al proyecto Almendros de La Calera, y que el bien 

no ha pertenecido a los bienes comunes o privados de la demandante. 

Además, menciona que la destinación del inmueble obedece a que el 

Municipio de Medellín advirtió que la vía de acceso al proyecto Almendros 

de La Calera, debía hacerse por la Calle 6A y no por la Calle 6, ya que esta 

última no garantiza la capacidad de soporte para los nuevos desarrollos. 

 

Asimismo, la opositora explicó que las licencias de construcción no conllevan 

pronunciamiento alguno sobre la titularidad de la posesión o de otros 

derechos. En atención a esto, no podría sustentarse la usucapión del lote 

pretendido con la licencia de construcción del proyecto inmobiliario 

Guayacán de La Calera. 
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Según la demandada, la Urbanización Guayacán de La Calera P.H no pudo 

haber poseído desde el 2 de abril de 2009 el lote de terreno, debido a que ella 

(Promotora La Cumbre S.A), no había hecho entrega de las zonas. Para la 

opositora, la portería de la Urbanización Guayacán de La Calera P.H se 

encuentra por fuera de los límites del “Lote BPV”.  

 

La pasiva insiste en que la demandante no ha ejercido actos de señor y dueño 

de manera pública, pacifica e ininterrumpida sobre el lote de terreno, para lo 

cual aduce la imposibilidad de actos posesorios por más de 10 años, puesto 

que la entrega de la administración por parte de la demandada fue el 26 de 

agosto de 2009, por lo que, el plazo necesario para usucapir se cumpliría 

hipotéticamente el 26 de agosto de 2019. Sin embargo, la Promotora La 

Cumbre S.A ha ejercido y ejerce el derecho de propiedad y posesión sobre el 

mismo, realizando actos como el pago del impuesto predial que genera el 

inmueble pretendido y el desarrollo de obras en el lote desde el año 2017. 

 

Conforme a lo anterior, a título de excepciones, la demandada alegó las 

siguientes defensas: 

 

- Falta de legitimación en la causa por activa, pues encuentra que la 

demandante no cumple con los requisitos sustanciales que 

fundamentan la causa para pedir, esto es, la Urbanización Guayacán 

de La Calera P.H no cumple con los presupuestos axiológicos para ser 

considerada poseedora y adquirir el lote pretendido mediante la 

prescripción adquisitiva de dominio. 

 

- Falta de capacidad del representante legal de la actora, ya que este 

necesitaría de la autorización previa de los copropietarios para 

reformar el reglamento de la propiedad horizontal en cuanto al área 

de la urbanización, convirtiéndose en un aspecto necesario que no se 

cumple para incoar la presente demanda. 
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- Mala fe, pues la demandante ha intentado infructuosamente que se le 

reconozca la propiedad del “Lote BPV”, trayendo en este caso unos 

hechos alejados a la realidad y que no cumplen con los requisitos 

esenciales para que prospere su pretensión. 

 

2.2. La contestación del curador ad litem (e.d primera instancia - 56). 

El curador ad litem de los demandados indeterminados manifestó atenerse a 

lo que resultare probado dentro del proceso. Por otra parte, a título de 

excepción planteó “Pruebas sumarias inexistentes y necesarias para demostrar 

el ánimo de señor y dueño”, alegando que la demandante no aportó sustento 

de los requisitos de ley para adquirir por usucapión. 

 

3. La sentencia de primera instancia (e.d primera instancia – audiencia 

primera instancia – videograbación 04)  

 

Agotada la instrucción el 24 de noviembre de 2021, la juez de primera 

instancia profirió sentencia desestimando lo pretendido, a partir de las 

siguientes consideraciones: 

 

En primer lugar, en la sentencia se expone que la actora no cumple con el 

presupuesto axiológico de la posesión material actual del prescribiente, ya que 

analizando el elemento corpus, las acciones afirmadas por la demandante no 

logran consolidarse como verdaderos actos materiales de posesión, pues es 

evidente la ausencia de prueba para respaldar lo dicho. En cuanto al elemento 

animus domini, se encontró que se adolece de prueba que permita colegir un 

convencimiento en la demandante de ser la dueña del predio, y que, a su vez, 

desconociera la calidad de propietario en persona diferente a ella. 

 

Para la a quo, la prueba practicada no es suficiente para tener certeza de los 

supuestos actos de mantenimiento, conservación y seguridad del “Lote 

BPV”. Además, destacó que tampoco tendría fuerza suficiente para endilgar 

que están envestidos de ese ánimo de señor y dueño. En igual sentido, la 
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falladora consideró que la ubicación de elementos como el letrero de la 

copropiedad, las luminarias y la vía de acceso, no significa desconocimiento 

de dominio ajeno y de ejercer la posesión sobre el bien. 

 

Asimismo, se considera que los supuestos actos posesorios alegados por la 

pasiva podrían catalogarse, más bien, como actos de mera facultad o de 

tolerancia por parte del propietario del bien. Se agrega que esto encuentra su 

sentido si se comprende que la sociedad demandada ha sido la encargada de 

desarrollar el plan parcial de urbanismo en la zona donde está ubicado el 

inmueble pretendido; es por esto, que se entiende el porqué ha venido 

destinando este bien de su propiedad para soportar la vía de acceso de 

diferentes proyectos inmobiliarios, el paisajismo y el letrero de la urbanización 

demandante. 

 

Se insiste en que el derecho real de dominio del “Lote BPV” ha sido ejercido 

por su titular, la Promotora La Cumbre S.A, que no se ha desprendido de la 

posesión del bien, y que ha realizado actos propios de su derecho, como la 

solicitud de licencia de construcción en el año 2017 para el proyecto 

Almendros de La Calera, por cuanto destinó parcialmente el inmueble para la 

vía de acceso del proyecto Guayacán de La Calera, en el año 2008. También 

esta posesión se reafirma con otros hechos confirmados que dan cuenta de la 

voluntad de la demandada como propietaria, como lo es pago del impuesto 

predial del inmueble por parte de la demandada, como otro ejercicio de su 

derecho de propiedad.  

 

Asimismo, se expuso que era previsible que la destinación parcial del bien era 

servir como vía de acceso a los proyectos inmobiliarios Almendros de La 

Calera y Guayacán de La Calera, situación contemplada desde la adopción del 

plan parcial “La Cumbre”, y, sustentada en las condiciones óptimas de 

accesibilidad que presenta una vía desde la calle 6A hasta los proyectos. 
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En igual sentido, la a quo destaca que la demandante se opuso a la licencia de 

construcción del proyecto Almendros de La Calera en el año 2017, conducta 

que implicaría un conocimiento de la titularidad de la demandada sobre el lote 

y de que éste iba a ser intervenido para llevar a cabo la vía de acceso al nuevo 

proyecto. En este contexto se comprendería que hubo un reconocimiento 

implícito de la actora al derecho de dominio de la pasiva.  

 

De otro lado, se señala que en el reglamento de propiedad horizontal de la 

copropiedad demandante no se evidencia la entrega de dicho lote de terreno 

como perteneciente a ésta. 

 

En la sentencia de primer grado igualmente se analizó el tiempo exigido por 

la ley como presupuesto axiológico de la prescripción adquisitiva. Se encontró 

en este punto otra razón adicional para el fracaso de la pretensión, puesto que 

no se podría empezar a contar el término prescriptivo de 10 años desde abril 

del año 2009, fecha para la cual la copropiedad adquirió la personería jurídica. 

Se indicó que para esta época la sociedad Promotora La Cumbre S.A. 

administraba temporalmente la Urbanización Guayacán de La Calera, 

administración que terminaría a finales del año 2009 o inicios del 2010, según 

las declaraciones de los testigos.  

 

Asimismo, se explica que en enero del año 2017 se autorizó a la Promotora 

La Cumbre S.A para desarrollar el proyecto Almendros de La Calera, 

incluyendo al “Lote BPV” como parte de éste.  Hay una autorización a la 

demandada que permite considerar la interrupción la posesión continua que 

alega la demandante.  

 

En gracia de discusión, la actora solo podría completar 7 años 

aproximadamente, tiempo que se torna insuficiente para cumplir con los 10 

años necesarios de la prescripción adquisitiva extraordinaria. 
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Por último, la a quo consideró que no es viable acoger la prescripción 

adquisitiva sobre una fracción de lote, pese a lo argüido en el alegato de 

conclusión, pues no se encuentra identificada una fracción del inmueble 

pretendido. Para la falladora, esto desvirtuaría la posibilidad de usucapir algo 

diferente “al 100% del inmueble”, que fue lo que se encontró identificado en 

el proceso. 

 

4. Del recurso de apelación de la demandante (e.d primera instancia - 

95) 

 

La actora apeló la sentencia del juzgado de circuito y presentó reparos 

concretos ante la juez de primer grado, en los siguientes términos:  

 

- Frente a la inexistencia del animus, la demandante considera que ha 

realizado actos inequívocos, voluntarios y externos, que son los de 

señor y dueño. 

 

- Sobre la inexistencia del corpus, alega la demandante que el bien 

pretendido no es público, por lo que es susceptible de ser adquirido 

por prescripción. 

 

- En cuanto a la prueba testimonial rendida, la demandante expresa que 

ha habido una indebida valoración de este medio probatorio, puesto 

que esta fue coherente y sin vacilaciones. 

 

- Con respecto a la consideración de probar la posesión mediante 

licencias, alegó que ésta solo fue señalada para contextualizar y 

acreditar el tiempo en que inició la posesión de la copropiedad. 

  

- Frente a los actos de mera tolerancia, advierte la recurrente que no 

puede considerarse que la parte demandada simplemente toleró las 

acciones de la demandante como actos “familiares”, de “cariño” o 
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“convivencia”, ya que entre las partes no existe ninguna de estas 

relaciones. 

 

- Sobre la licencia de construcción en el año 2017, como acto de señor 

y dueño de la demandada, alega la recurrente que esto no puede ser 

considerado como acto de interrupción a la posesión, puesto que dicho 

acto o el inicio de actividades constructivas no perturbaron la posesión 

pacífica del inmueble de la demandante. Por lo cual, solo es posible 

pregonar una efectiva perturbación desde el año 2019 cuando 

maquinaria pesada de la pasiva intervino dentro del lote en cuestión. 

 

- Sobre los recursos presentados por la demandada frente al acto 

administrativo que otorgaba la licencia de construcción a la 

demandada, expone que la posesión como acto no requiere ser 

declarada o inscrita, por lo que no resulta exigible declarar la posesión 

en un trámite ajeno al proceso de pertenencia. 

 

- Frente al pago del impuesto predial, la recurrente señala que este no 

tiene la facultad de desvirtuar la posesión, y agrega que siempre 

consideró que el lote pertenecía a las zonas comunes de la 

copropiedad, por lo que concluyeron que no había lugar a el pago, ya 

que los bienes comunes no pagan impuesto predial.  

 

- Sobre el inicio del término prescriptivo, la actora señala que desde el 

31 de marzo de 2009 se inició el conteo de 10 años de la prescripción, 

por lo cual no se comparte que este término comience después de que 

la demandada administrara temporalmente la copropiedad durante 12 

o 18 meses.  

 

- Finalmente, no se comparte el análisis de que no puede haber lugar a 

declarar la prescripción adquisitiva de dominio sobre una fracción del 

lote. La recurrente alega que habría que atender los derechos 
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sustanciales acreditados, y no al ritualismo que sacrifica los valores de 

una decisión de fondo. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Presupuestos procesales 

  

No se advierten impedimentos formales para proferir sentencia de segunda 

instancia.  

 

2. Precisión liminar 

 

Para la Sala, es de relevancia advertir que la sustentación del recurso de 

apelación presentado por la parte demandante fue extemporánea. El trámite 

para conceder y admitir el recurso fue el siguiente: 

 

- La sentencia de primera instancia fue proferida y notificada por 

estrados a las partes el 24 de noviembre de 2021, decisión que concedió 

el recurso de apelación interpuesto por la demandante. 

- La demandante presentó reparos concretos ante la juez el día 29 de 

noviembre de 2021, es decir, dentro del término de 3 días según el 

artículo 322 del C.G.P. 

- En auto del 20 de abril de 2022 se admitió el recurso de apelación, 

notificado el 21 de abril del presente año. 

- El 3 de mayo de 2022 se recibió memorial con la sustentación del 

recurso ante el Tribunal, fecha para la cual ya se había vencido el 

término de 5 días establecido en el artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 

- El 10 de mayo de 2022 se recepcionó memorial de Promotora La 

Cumbre S.A, pronunciándose sobre la sustentación. 

- El 12 de mayo de 2022 se allegó memorial del curador ad litem, 

emitiendo pronunciamiento frente a la sustentación del recurso. 
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- También, es importante precisar que tanto la Promotora La Cumbre 

S.A como el curador ad litem, no realizaron pronunciamiento alguno 

sobre la extemporaneidad de la sustentación del recurso de apelación.  

 

Pese a no allegarse oportunamente la alegación de segunda instancia por la 

recurrente, téngase presente que el recurso fue debidamente sustentado1, con 

base en las siguientes razones: 

 

- Si bien con el C.G.P eran necesarios los dos momentos diferenciados de 

reparos concretos y sustentación del recurso. Sin embargo, el D. 806 de 2020 

introdujo una modificación en el trámite de la apelación de sentencias, para 

entenderse que “si desde el umbral de la interposición de la alzada el recurrente expone 

de manera completa los reparos por los que está en desacuerdo con la providencia judicial, 

no hay motivo para que el superior exija la sustentación de la impugnación”. 

 

- Para entender esta interpretación del artículo 14 del Decreto 806 de 2020, 

es importante traer a colación que la Corte hace énfasis en el apartado: 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante 

deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes”.2 

 

- La expresión “…a más tardar…” contenida en la norma, dado el carácter 

escritural introducido por la legislación transitoria de pandemia, le permite al 

juez que conoce la apelación, tener acceso a la sustentación que previamente 

fue presentada ante el a quo y que obra en el expediente. 

 

- No es imperativo en este sistema escritural que la sustentación del recurso 

se presente ante el superior después de admitido el recurso, basta, según la 

 
1 Se trata de una postura ya asumida por la Sala en esta materia, en consonancia con las decisiones 
provenientes de la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Civil STC 5497-2021 del 18 
de mayo de 2021. Rad. 11001-02-03-000-2021-01132-00 y STC 5630-2021 del 2020 de mayo de 
2021. Rad. Rad. 11001-02-03-000-2021-01072-00. 
2 El inciso tercero del artículo 14 del Decreto 806 de 2020, se establece que: ““De la sustentación se 
correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido el término de traslado se proferirá 
sentencia escrita que se notificará por estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto.” 
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literalidad de la norma, que se realice la sustentación a más tardar pasados 

cinco días después de la ejecutoria del auto que admite el recurso.  

 

De esta manera, cumplido ese término, el ad quem sólo debe verificar que el 

recurso cuente con sustentación, sin importar que se hubiese presentado ante 

el juez de primera instancia. En consecuencia, la Sala encuentra que es 

perfectamente posible estudiar el recurso de apelación con base en los reparos 

concretos realizados, entendiendo que en tal momento se determinaron las 

inconformidades a la sentencia de primera instancia de manera suficiente. 

 

2. Problemas jurídicos 

 

Atendiendo los reparos de la actora frente a la sentencia apelada, la Sala 

abordará los siguientes problemas: 

 

-  ¿La demandante ejecutó actos con animus domini y corpus de los cuales 

se pueda establecer el cumplimiento del presupuesto axiológico 

posesión, necesario para usucapir?  

 

- ¿La actora ejerció posesión durante los términos exigidos por la ley 

para prescribir de forma extraordinaria? 

 

Hay un punto adicional que resulta importante considerar, referido a la 

identidad del bien. Se trata de evaluar la posibilidad de declarar una 

prescripción parcial sobre parte de un bien, en la medida que la demandante 

haya individualizado de manera precisa el bien litigioso.  

 

3. Fundamentos jurídicos  

 

3.1. Sobre la prescripción adquisitiva.  El artículo 2512 del Código Civil 

concibe la prescripción en sus formas adquisitiva y extintiva. La primera 

puede ser reconocida por un órgano jurisdiccional cuando se haya poseído 
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bienes ajenos durante cierto lapso de tiempo. Al respecto, para que pueda 

declararse la usucapión, se impone que la posesión sea establecida como 

hecho relevante, y así obtener la consecuencia jurídica que se solicite ante un 

juez. El artículo 762 presenta la posesión como “... tenencia de una cosa 

determinada con ánimo de señor o dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la 

cosa por sí mismo o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él." 

 

Para que el juzgador declare la prescripción de dominio o usucapión se deben 

acreditar unos presupuestos axiológicos propios de lo pretendido, así se ha 

establecido de manera reiterada por la jurisprudencia de la Sala de Casación 

Civil de la Corte Suprema de Justicia.  

 

En sentencia SC11786 del 2016, la Corte estableció que “los presupuestos 

estructurales tratándose de la prescripción adquisitiva del dominio que deben colmarse para 

su feliz desenlace son: (i) que se trate de un bien prescriptible, (ii) que el interesado en la 

adquisición demuestre que lo ha poseído de manera inequívoca, pública e ininterrumpida, y 

(iii) que ese comportamiento lo haya sido por todo el tiempo legalmente exigido, el cual, 

hasta cuando entró en vigencia la ley 791 del 2002 era de veinte años, reducidos por ésta, 

a la mitad” 

 

Ahora bien, en lo referente a la prescripción extraordinaria adquisitiva de 

dominio, para obtener la declaratoria judicial de pertenencia, el demandante 

debe acreditar no solamente que la solicitud recae sobre un bien que no está 

excluido de ser ganado por ese modo de usucapir, sino que ha detentado la 

posesión pública, pacífica e ininterrumpida por el tiempo de 10 años según lo 

previsto en los artículos 2531 y 2532 del Código Civil. 

 

En atención a lo anterior, la carga de la prueba en los procesos en los que se 

debate sobre la posesión de un bien está en cabeza del demandante. Esto 

quiere decir que en caso de no comprobarse alguno de esos estos 

presupuestos axiológicos daría lugar a una desestimación de lo pretendido, 

máxime cuando la referida parte no asume sus propias cargas probatorias. 
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3.2. Posesión como presupuesto axiológico para la declaración de 

pertenencia. A la luz de las disposiciones ya consideradas, quien ostenta la 

posesión material de un bien se presume dueño de él, mientras otro no 

justifique serlo.  

 

La posesión, en sentir de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, impone 

el reconocimiento tanto del corpus como del denominado animus.  En efecto, 

el actor tendrá que confirmar no sólo la existencia de “actos materiales y externos 

ejecutados continuamente”, sino también “la intención del dominus” por todo el 

tiempo que dure la tenencia.  

 

Como bien lo explica la Corte, “Estos principios deben ser acreditados plenamente por 

el prescribiente para que esa posesión como presupuesto de la acción, junto con los otros 

requisitos señalados, lleve al juzgador a declarar la pertenencia deprecada a favor del 

actor.”3 

 

En cuanto al elemento dominus, nuestro Tribunal Supremo ha señalado que 

éste debe entenderse de la siguiente manera: 

 

(…) elemento interno, psicológico, la intención del dominus, que por escapar a la percepción 

directa de los sentidos es preciso presumir de la comprobación plena e inequívoca de los actos 

materiales y externos ejecutados continuamente y por todo el lapso que dure aquélla, que 

por constituir manifestación visible del señorío, llevan a inferir la intención o voluntad de 

hacerse dueño, mientras no aparezcan otras circunstancias que demuestren lo contrario, y el 

elemento externo, esto es, la retención física o material de la cosa.4  

 

Respecto al corpus, exteriorización de la posesión, se tiene que se le considera 

como ese poder físico o material que tiene una persona sobre una cosa, la 

cual desarrolla actos materiales de tenencia, uso y goce. Esto es, se trata de 

establecer la retención física o material de la cosa que constituye un poder de 

hecho aprehensible por los sentidos. 

 
3 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 13 de 2009, Ruth Marina Díaz 
Rueda, Ref. exp. 52001-3103-004-2003-00200-01. 
4 Ibid. 
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4. Caso concreto: 

 

4.1. De la identidad del bien a usucapir y de los elementos físicos que 

lo contienen.  Si se tiene en cuenta la identificación de la actora realizada en 

el hecho primero de la demanda [e.d primera instancia – 52, págs. 1 y 2] y la 

manifestación de la Promotora La Cumbre S.A. en la contestación en la que 

indica que el hecho primero es cierto [e.d primera instancia – 55, pág. 1], se 

advierte que ambas partes coinciden con la individualidad del bien litigioso:  

 

“PRIMERO. El inmueble objeto del litigio, se encuentra ubicado en la Ciudad de 

Medellín, Barrio El Poblado, BPV identificado con matrícula inmobiliaria 001 -

965670 de la Oficina de  Registro  de  Instrumento  Públicos  de  Medellín  zona  

Sur,  del  Municipio  de  Medellín,  Antioquia, sin nomenclatura, alinderado de 

manera general así: LOTE BPV: un lote de terreno ubicado en el sector El Poblado 

del Municipio de Medellín, de forma irregular, con un  área  aproximada  de  un  mil  

trescientos  siete  metros  cuadrados  con  noventa  y  tres  centésimas de metro cuadrado 

(1.307,93  mts2 ), está comprendido dentro del polígono formado por las líneas que 

unen los puntos 71, 70, 69, 68, 67, 66, 65, 86, 85, 87, 88, 89, 90, 92 y 71 punto 

de partida del plano No. 4 y sus linderos son los siguientes: Partiendo del punto 71 

en dirección al noreste pasando por los puntos 70, 69 y 68 hasta el punto 67 en línea 

quebrada en una longitud aproximada de 48,78 metros linda por el noreste con el 

Lote BG-1 sobre el cual se construirá la Primera Etapa de la Urbanización 

Guayacán de la Calera; del punto 67 en dirección al norte hasta el punto 66 en línea 

recta en una longitud aproximada de 7,775 metros, linda por el oeste con el Lote BG-

1 sobre el cual se construirá la Primera Etapa de la Urbanización Guayacán de la 

Calera; del punto 66 en dirección al noreste hasta el punto 65 en línea curva en una 

longitud aproximada de 4,61 metros linda por  el  suroeste  con  el  Lote  BG-1  sobre  

el  cual  se  construirá  la  Primera  Etapa  de  la  Urbanización Guayacán de la 

Calera; del punto 65 en dirección al oeste hasta el punto 86 en línea recta en una 

longitud aproximada de 22,87 metros linda por el suroeste con el Lote V-2 
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incorporado al espacio público del Municipio de Medellín para construir vía pública 

Calle  6A;  del  punto  86  en  dirección  al  sureste  hasta  el  punto  85  en  línea  

curva  en  una  longitud aproximada de 11,02 metros, linda por el noreste con el Lote 

V-2 incorporado al espacio público del Municipio de Medellín para construir vía 

pública Calle 6A; del punto 85 en dirección al sur hasta el punto 87 en línea curva 

en una longitud aproximada de 10,72 metros, linda por el este con el Lote BA-1 

sobre el cual se construirá la Primera Etapa de la Urbanización Arrayanes de la 

Calera; del punto 87 en dirección al suroeste pasando por los puntos 88 y 89 hasta el 

punto 90 en línea sinuosa en una longitud aproximada de 57,72 metros, linda por el 

suroeste con el Lote BA-1 sobre el cual se construirá la Primera Etapa de la 

Urbanización  Arrayanes  de  la  Calera;  del  punto 90 en dirección al oeste hasta 

el punto 92 en línea recta en una longitud aproximada de 3,54 metros, linda por el 

sur con el Lote BA-2 sobre el cual se construirá la Segunda Etapa de la Urbanización 

Arrayanes de la Calera; del punto 92 en dirección al oeste hasta el punto 71, punto 

de partida, en línea recta en una longitud aproximada de 14,50 metros linda por el 

sur con el Lote BL.” [e.d primera instancia – 52, págs. 1 y 2] 

 

Además, se aportó la matricula inmobiliaria No. 001-965670, de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur, correspondiente 

al lote pretendido [e.d primera instancia - 04, págs. 39-43], lo que igualmente 

permite identificar el bien pretendido. 

 

No obstante, a efectos de brindar claridad sobre los posibles actos posesorios 

en cabeza de la actora y la individualización del bien litigioso, resulta 

fundamental tener como punto de referencia el dictamen pericial ordenado 

de forma oficiosa y rendido por Juan Gonzalo Acevedo Palacios [e.d primera 

instancia – 79]. 

 

Destáquese que la prueba tuvo como finalidad identificar e individualizar el 

“Lote BPV”, su uso, destinación y estado. En el concepto presentado, fue 

aportada una fotografía aérea en la que se muestra con detalle el lugar de 
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ubicación del bien, sus características, las vías que lo comprenden y poder 

reconocer mejor en qué consisten las construcciones levantadas. 

 

Para mayor claridad, y por cuanto resulta importante su confrontación en el 

desarrollo de la providencia, en los apartados siguientes, se pone de presente: 

 

 

Fotografía aérea con identificación del Lote BPV  

[e.d primera instancia – 81] 

 

Desde esta fotografía aérea se logra apreciar de una mejor manera los límites 

del “Lote BPV”, inmueble pretendido, y las colindancias que éste tiene con 
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la vía pública Calle 6A y los proyectos inmobiliarios Guayacán, Almendros y 

Arrayanes de La Calera. El alinderamiento fue descrito por el perito de la 

siguiente manera: 

 

“Partiendo del punto 71 en dirección al norte pasando por los puntos 70, 69 y 68 

hasta el punto 67 en línea curva con una longitud aproximada de 48,78 metros, 

colinda por el occidente con la Primera  Etapa  de  la  Urbanización Guayacán  de  

la  Calera;  del punto  67  en  dirección  al  norte  hasta  el  punto  66  en  línea  

recta, con una  longitud aproximada  de 7,775 metros, colinda  por  el occidente  con  

la  Primera  Etapa  de  la Urbanización Guayacán de la Calera; del punto 66 en 

dirección al noroccidente hasta el punto 65 en línea curva, con una longitud 

aproximada de 4,61 metros, colinda por el suroccidente con la Primera Etapa de la 

Urbanización Guayacán de la Calera; del punto 65 en dirección al oriente hasta el 

punto 86 en línea recta, con una longitud aproximada de 22,87 metros, colinda por 

el norte con vía pública Calle 6A; del punto 86  en  dirección  al  suroriente hasta  el  

punto  85  en  línea  curva, con  una  longitud aproximada de 11,02 metros, colinda 

por el nororiente con vía pública Calle 6A; del punto  85  en  dirección  al  sur  hasta  

el  punto  87  en  línea  curva, con  una  longitud aproximada  de 10,72 metros, 

colinda  por  el oriente con la  continuación  de  la  vía pública Calle 6A que da acceso 

a la Primera Etapa de la Urbanización Arrayanes de la Calera; del punto 87 en 

dirección al suroccidente pasando por los puntos 88 y 89 hasta el punto 90 en línea 

sinuosa, con una longitud aproximada de 57,72 metros, colinda  por  el oriente con la 

Primera  Etapa  de  la  Urbanización  Arrayanes  de  la Calera; del punto 90 en 

dirección al occidente hasta el punto 92 en línea recta, con una longitud aproximada 

de 3,54 metros, colinda por el sur con la Segunda Etapa de la  Urbanización  

Arrayanes  de  la  Calera; y, del  punto  92  en  dirección  al occidente hasta el punto 

71, punto de partida, en línea recta con una longitud aproximada de 14,50 metros, 

colinda por el sur con La Primera Etapa de Almendros de la Calera.”  

 

Asimismo, puede identificarse en él cuáles son las construcciones o elementos 

físicos que se encuentran dentro del inmueble, correspondiente con el 
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apartado de mejoras de la experticia, lo que se presenta en los siguientes 

términos: 

 

“Servidumbre o vía fija a doble carril que cruza de norte a sur el lote objeto de 

usucapión. por un lado, da acceso entrando por el norte del predio BPV, girando hacia 

el occidente, a la Urbanización Guayacanes de La Calera y por otro, sobre la 

izquierda siguiendo hacia el sur, se accede a la Urbanización Almendros de La 

Calera. la obra de ingeniería y paisajismo dentro del lote cuenta con andenes, 

paisajismo (jardines), pantalla de pilotes de muro de contención sobre el oriente de la 

vía fija que soporta por encima de este la continuación de la calle 6 a, y muro de 

contención de corte o terraplén sobre el occidente, con sus respectivo anden y trabajos de 

paisajismo.” 

 

Es preciso agregar sobre las construcciones o elementos físicos señalados por 

el perito, que igualmente se observa sobre el predio dos letreros, uno con el 

nombre y la nomenclatura del proyecto Guayacán de La Calera y otro con el 

nombre y la nomenclatura del proyecto Almendros de La Calera, y, además, 

varias luminarias. Estos elementos se pueden visualizar en las 

videograbaciones de la inspección judicial. [e.d primera instancia – inspección 

judicial, videograbaciones 01MVI_0200.MP4, 02MVI_0202.MP4 y 

03MVI_0201.MP4]  

 

4.2. Sobre el inicio del cómputo prescriptivo 

 

Según el hecho décimo primero y décimo segundo de la demanda [e.d primera 

instancia – 52, págs. 3 y 4], el inicio de la posesión ocurrió el 2 de abril del 

año 2009, fecha para la cual la Urbanización Guayacán de La Calera P.H 

adquiriría su personería jurídica. En cuanto a la prueba se constata lo 

siguiente: 

 

En primer lugar, se confronta la escritura pública 1.005 del 31 de marzo de 

2009, debidamente allegada, por la cual la Urbanización Guayacán de la 
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Calera constituye el régimen de propiedad horizontal de la referida 

copropiedad [e.d primera instancia – 04, págs. 251-259]. Asimismo, se 

observa certificación de la Subsecretaría de Gobierno Local y Convivencia de 

la Alcaldía de Medellín [e.d primera instancia – 04, pág. 5], donde se alude 

nuevamente a la escritura pública con la que se constituyó la propiedad 

horizontal y el registro de esta el día 2 de abril del año 2009, ante la Oficina 

de Instrumentos Públicos, Zona Sur.  

 

Los anteriores documentos, en sentir de la recurrente y tal como se 

presentaron en los hechos de la demanda (cfr. hecho trigésimo), son 

referentes ineludibles para establecer que cumplió con la exigencia para 

usucapir consistente en contar con más de los 10 años del término 

prescriptivo extraordinario, tiempo necesario para adquirir el derecho real de 

dominio del “Lote BPV”. [e.d primera instancia – 52, pág. 10] 

 

Vale precisar que, de acuerdo con lo dicho por la actora, el término de 

prescripción se completó para una fecha anterior al 23 de septiembre del año 

2019, fecha de presentación de la demanda. 

 

Por su parte, la pasiva discrepa del alcance que su contraparte le da a la 

referida prueba documental; su oposición la formula desde su propio escrito 

de contestación (cfr. respuesta a los hechos décimo segundo y décimo 

tercero) [e.d primera instancia – 55, pág. 5]. Según la demandada, no es cierto 

que el ánimo de ejercer actos de señor y dueño sobre el “Lote BPV” se haya 

dado a partir de la adquisición de la personería jurídica de la Urbanización 

Guayacán de La Calera P.H.   

 

El año 2009, época de la que data los referidos documentos, desde la 

perspectiva de la demandada, no podría ser punto de partida para dar inicio 

al cómputo de la posesión para prescribir, porque la creación de esos 

documentos no puede confundirse con el hecho real de tener el corpus y el 

animus, máxime, que para ese entonces, conforme al marco legal que se 
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imponía (Ley 675/2001), era la demandada quien administraba 

provisionalmente el proyecto Guayacán de La Calera, además de que el lote 

pretendido estaba bajo su dominio y que el mismo nunca ha pertenecido a la 

copropiedad demandante.  

 

La parte demandada, asimismo, agregó que, para el día 2 de abril de 2009, no 

se había realizado la entrega de las zonas comunes, ni se había constituido la 

primera asamblea de copropietarios a efecto de entregar la administración de 

la copropiedad. Precisa que esta se dio el 26 de agosto de 2009, de acuerdo 

con el artículo 96 de la escritura pública 1.005 por la que se constituye la 

propiedad horizontal. 

 

En su escrito de respuesta, la sociedad demandada expuso una consideración 

hipotética de completarse el término de prescripción el 26 de agosto de 2019 

[e.d primera instancia – 55, pág. 9], computada a partir de la fecha de entrega 

de la administración; no obstante, no puede calificarse esta manifestación 

como una posible confesión realizada a través de apoderado, en lo atinente a 

la contabilización del término prescriptivo. La misma no puede evaluarse de 

manera insular, al margen de lo expuesto en el propio escrito de respuesta en 

otros apartados y del resto de prueba obtenida en el proceso.  

 

Al respecto, la representante legal de la Promotora La Cumbre S.A., en 

declaración de parte, afirmó que esta sociedad ejerció administración 

transitoria del proyecto Guayacán de La Calera, la cual se delegó a un tercero 

una vez se logró el 51% de la “escrituración”. Ante lo dicho, la a quo le 

preguntó cuando sucedió, y ésta respondió “yo no fui la gerente de Guayacán 

de La Calera, pero pienso que entre el 2009 y el 2010 ya se entregó la 

administración”. Seguidamente, la representante legal de la demandada 

también expresó que cuando la sociedad demandada ejerció la administración 

no se reconoció al “Lote BPV” como perteneciente a la Urbanización 

Guayacán de La Calera. 
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Ahora bien, al evaluar la prueba testimonial se cuenta con lo siguiente: 

 

- Nora Elena Restrepo Vélez, residente de la copropiedad desde mayo 

de 2009 hasta febrero de 2020, expresó que la administración temporal 

de la pasiva duró aproximadamente 12 meses, partiendo desde el mes 

de mayo de 2009 hasta mediados del año 2010. 

 

- Oscar Eduardo Jaramillo Pérez, residente de la copropiedad desde 

agosto de 2009 hasta el presente, manifestó que participó en la junta 

de administración entre el año 2010 y 2014 aproximadamente, y dijo 

que a principios del año 2010 fue que finalizó la administración 

provisional de la demandada. 

 

- María Claudia Gaviria, residente de la copropiedad desde mayo de 

2009 hasta marzo de 2021, indicó que hizo parte de la junta de 

administración, señalando que la administración provisional de la 

demandada finalizó después de aproximadamente un año a partir de 

su llegada a la copropiedad. 

 

Al evaluar la declaración de parte y la prueba testimonial es posible considerar 

que el límite temporal de inicio de posesión que la demandante encuentra tan 

clara se desdibuja, ya que lo que debe importar es tener certeza sobre el 

momento en que se dio inicio al corpus acompañado de un animus que ha de 

estar claramente dilucidado. Para la demandante, el término se comprende 

claramente desde los documentos ya anotados, pero es que la constitución 

del reglamento de propiedad horizontal no revela que en un término de 10 

años con anterioridad a la presentación de la demanda ya se había despojado 

de los actos que le corresponden al propietario.  

 

Como se expresó, los testimonios permiten avizorar que la Promotora La 

Cumbre S.A. no entregó la administración provisional de la copropiedad en 

el año 2009; a partir de ellos es posible considerar que solo lo hizo en el primer 

semestre del año 2010. Así las cosas, esta circunstancia impediría el 
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cumplimiento del término prescriptivo de 10 años, elemento estructural que 

no alcanzaría a completarse partiendo desde el año 2010, y teniendo en cuenta 

que la presente demanda fue presentada el día 23 de septiembre del año 2019. 

 

Usucapir implica para quien lo pretende que éste pruebe un supuesto como 

el de inicio del cómputo, a efectos de que el fallador pueda hacer la 

declaración correspondiente.  No puede privarse el dominio a su titular en la 

medida que su contraparte no pruebe unos mínimos fácticos, como es el 

correspondiente a la existencia de una posesión ininterrumpida, y que en el 

caso de la prescripción extraordinaria ha de tener un inicio y ser superior a 10 

años para el momento de la presentación de la demanda. Tiene que existir 

absoluta claridad sobre el punto, y lo que si no puede pretender la activa es 

que se inicien esos cómputos a partir del 2 de abril del año 2009, época de 

adquisición de la personería jurídica por parte de Guayacán de La Calera P.H.  

Ese tiempo de inicio tienen que ser claro, y no puede sostenerse que la 

constitución de la personería sea ese momento límites temporal que dé cabida 

al inicio, sin tener en cuenta, de otro lado, las entregas y los términos propios 

de la administración temporal.  Y es que a partir de esas entregas ha de tenerse 

certeza de que en la totalidad del lote litigioso se manifiestó de entrada la 

voluntad de señorío por parte de la demandante. 

 

4.3. Sobre la prueba de la posesión.  El anterior argumento de por sí ya es 

suficiente para confirmar lo pretendido, ya que el cómputo que establece la 

actora no se ha probado en el proceso.  

 

En efecto, no se ha acreditado que el inicio de la posesión sea anterior, en 

relación con la demanda, a los diez años exigidos por la ley para usucapir. No 

obstante, la Sala seguirá con el estudio de la prueba de la posesión, evaluando 

otros puntos. 
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La actora expone que la juez de primer grado valoró de manera errónea la 

prueba allegada al proceso, estimando que si se acreditaron tanto el animus 

como el corpus. Al respecto la Sala considera lo siguiente: 

 

4.3.1. Con fundamento en el avalúo comercial del inmueble pretendido, el 

demandante señala que las construcciones materiales de la portería, el jardín 

de acceso, las luminarias y el letrero de la copropiedad se encuentran dentro 

del “Lote BPV” [e.d primera instancia – 04, págs. 287-329, 309-311; e.d 

primera instancia – 52, págs. 1-11].   

 

Para la Sala, por cierto, una construcción o cuerpo no demuestra per se la 

intención o voluntad de hacerse dueño del inmueble donde se encuentran; 

tampoco puede sostenerse que ella misma conlleva a la existencia de actos de 

retención física o material a través del tiempo. Desde el punto de vista 

probatorio, solo podría pensarse en algún indicio que habrá de confrontarse 

con las demás pruebas practicadas al interior del proceso.  Para que pueda 

usucapirse tienen que confirmarse unas acciones específicas de señorío sobre 

el “Lote BPV”.  

 

Valga aclarar que, según el material probatorio, las construcciones materiales 

ubicadas en el “Lote BPV” fueron realizadas por la demandada Promotora 

La Cumbre S.A. (cfr. entre otros, se destacan: hecho décimo quinto de la 

demanda, interrogatorio de la representante de parte demandante y los 

testimonios de Nora Elena Restrepo Vélez, Oscar Eduardo Jaramillo Pérez y 

María Claudia Gaviria5). 

 

 
5 Por cierto, Nora Elena Restrepo Vélez manifiesta que cuando le entregaron el apartamento en 
mayo del 2009 “(…) ahí habían luminarias, ahí estaba el aviso de la copropiedad Guayacán de La 
Calera, había jardín, cuando nos entregaron ese lote nos pertenecía, siempre fue como parte de la 
unidad”. Oscar Eduardo Jaramillo Pérez, en el mismo sentido expresa que “(…) cuando a mi se 
me entregó, digamos que la propiedad como tal, obviamente ya la portería estaba construida, el 
letrero estaba colocado (…)”. Y María Claudia Gaviria, manifiesta ante la pregunta de la juez de 
quien puso las luminarias y el letrero en el lote litigioso: “la constructora, pues eso no lo entregaron 
a nosotros ya con el aviso”. Al preguntársele sobre quien puso las luminarias, la declarante 
respondió que también fue la constructora. 
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La actora en declaración de parte, a través de su representante, manifestó que 

la copropiedad asumió los recursos humanos y gastos económicos del 

inmueble como: jardinería, pago del servicio público de energía causado por 

las luminarias, mantenimiento de la señalización vial horizontal de la vía de 

acceso vehicular y servicio de seguridad privada. Llama la atención que ese 

convencimiento que la declarante expresa sobre los hechos no haya estado 

acompañado de elementos probatorios adicionales. No se comprende cómo 

la copropiedad, dotada de personería jurídica, y abocada a probar la causa 

petendi planteada, no haya aportado otros elementos de prueba como son 

documentos que le llevaran a la jurisdicción a tener certeza sobre la existencia 

de esas acciones derivadas de la posesión.  

 

La posible parcialidad, teniendo en cuenta los intereses que se representan, 

pudo haberse contrarrestado con el aporte de ese tipo de prueba, teniendo en 

cuenta las oportunidades que establece la ley. Nos referimos a comprobantes 

de gastos o erogaciones en relación con las actividades de mantenimiento, 

conservación y seguridad, a sabiendas de que esta parte, y sólo ella, era quien 

tenía la carga de probarlo, a efectos de demostrar el señorío sobre el bien 

litigioso. 

 

Ahora bien, al revisar la prueba testimonial6 practicada a instancia de la parte 

demandante, se advierte que los declarantes concuerdan en decir que el “Lote 

BPV” hace parte de la Urbanización Guayacán de La Calera P.H., indicando 

que la copropiedad era la encargada de la jardinería, el servicio de energía y el 

mantenimiento en general del inmueble. Expresan los terceros que el letrero 

de la copropiedad, las luminarias, el jardín y la vía de acceso por su ubicación 

les llevó al su convencimiento de la propiedad en cabeza de la actora; agregan 

que los copropietarios de la urbanización usaban este predio para pasear a sus 

 
6 Nora Elena Restrepo Vélez, Elena Korchevska, Oscar Eduardo Jaramillo Pérez y María Claudia 
Gaviria [e.d primera instancia – audienciaprimerainstancia, videograbaciones 02 y 03] 
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mascotas. Igualmente, adujeron estar convencidos de que la copropiedad era 

la dueña desde la construcción de la urbanización hasta los actos de 

perturbación por parte de la demandada en el año 2019, donde se dieron 

cuenta de la titularidad de esta última sobre el lote. 

 

Para la Sala, los testimonios referidos no son suficientes para obtener el 

convencimiento que esta Sala requiere sobre la posesión. Dos razones 

restarían fuerza a estos testimonios: 

 

En primer lugar, vale la pena hacer una consideración sobre la calidad de los 

testimonios practicados a instancia de la demandante. Nótese que los 

declarantes han tenido fuertes vínculos con la copropiedad, ya sea por haber 

sido copropietarios7 o haber pertenecido a la junta de administración de la 

copropiedad. Resulta relevante que, pese a su conocimiento que dicen tener 

de los hechos litigiosos, no hayan tenido claridad al responder cuando se les 

preguntó sobre hechos vinculados a la oposición que planteó la copropiedad 

frente a los actos de la sociedad demandada en el lote pretendido. No se trata 

de descalificarlos de antemano, pero si deberá evaluarse con detenimiento 

este tipo de declaraciones, teniendo en cuenta los criterios de apreciación 

probatoria y el marcado interés que exhiben los declarantes en atención a los 

vínculos referidos. 

 

De otro lado, la carga probatoria de la demandante, y que no fue atendida 

debidamente, al menos con el aporte de prueba documental, ocasionó que los 

testigos no pudieran pronunciarse o referirse a ella. Esa ausencia afecta la 

posibilidad de encontrar certeza sobre los dichos referidos a las acciones de 

mantenimiento, conservación y seguridad. Lo anterior, sin perjuicio de la 

posibilidad de aportar documentos relacionados con sus dichos (artículo 

221.6 del C.G.P). 

 

 
7 Al menos para el momento de la declaración solo es copropietario Oscar Eduardo Jaramillo 
Pérez. 
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Vale la pena insistir que, ante la precariedad de la prueba testimonial, los 

documentos hubiesen sido un referente importante para obtener claridad 

sobre los hechos discutidos, con mayor razón si se tiene que la demandada 

continuaba aún como desarrolladora de proyectos urbanísticos en la zona, y 

que siguió frente al propio predio asumiendo obligaciones en impuestos, 

como las correspondientes al predial [e.d primera instancia – 08, págs. 79-81].  

   

4.3.2. La demandante en el reparo cuarto que hace a la sentencia de primer 

grado, alega que las “licencias” tienen como propósito demostrar de donde 

surge y en que época la posesión [e.d primera instancia – 95]. A propósito, el 

hecho trigésimo quinto de la demanda [e.d primera instancia – 52, pág. 11] 

identifica las licencias que tienen relación con la posesión de la actora. El 

referido hecho expresa lo siguiente:  

  

“a) Se afirma que el lote pretendido hacia parte del proyecto Guayacán de la Calera 

por los siguientes antecedentes documentales: b1) En la escritura pública 1005 de 

marzo 31 de 2009 de la Notaria 20 de Medellín se protocolizo la resolución C1-08-

17 de enero 08 de 2008 (ver anexo p), la cual en su página 3 hace referencia a la MI 

No. 001-276764, folio del cual se segrego el inmueble objeto de usucapión. b2) La  

resolución  C1-08-949  de  diciembre  05  de  2008  (ver  anexo  j),  en  su  página  

3 hace referencia al lote BPV, inmueble objeto de usucapión. b3) La resolución C1-

VP1-09-2129 de octubre 08 de 2009 (ver anexo m), en sus páginas 2, 3, 9 y 10 

hace referencia al lote BPV, inmueble objeto de usucapión. b4) La resolución C1-

VP1-10-1518 de junio 30 de 2010 (ver anexo n), en sus páginas 1, 2, y 10, hace 

referencia al lote BPV, inmueble objeto de usucapión. b5) La resolución C1-VP1-

11-228 de febrero 24 de 2011 (ver anexo o), en sus páginas 1, 2, 10 y 11 hace 

referencia al lote BPV, inmueble objeto de usucapión. y b6) La resolución C1-17-

0152 de enero 18 de 2017 (ver anexo p), en sus páginas 5, 6, 11 y 12 hace referencia 

al lote BPV, inmueble objeto de usucapión.” 

 

Para la Sala, el contenido de esas resoluciones no permite inferir o deducir 

posesión o alguno de sus elementos, máxime cuando se les confronta con los 

decretos que regulaban la materia (cfr. Decreto 564 de 2006, art. 29; Decreto 

1469 de 2010, art. 36; Decreto 1077 de 2015, art. 2.2.6.1.2.3.3). Desde estas 

normas puede colegirse que las licencias no conllevan pronunciamiento 

alguno sobre la titularidad de derechos reales o de la posesión.   
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4.3.3.  Por otro lado, tiene sentido el argumento ofrecido por la a quo sobre 

actos de mera facultad y tolerancia, que permitirían comprender sobre el 

porqué los testigos no advirtieron inconvenientes para que las construcciones 

estuvieran en predios de la demandada. El artículo 2520 del Código Civil, por 

cierto, define los actos de mera facultad y los actos de mera tolerancia, los 

cuales “(…) no confieren posesión, ni dan fundamento a prescripción alguna.” 

 

Según el material probatorio y las afirmaciones vertidas, fue Promotora La 

Cumbre S.A quien construyó en su predio todos estos elementos que alega la 

demandante que están destinados para la copropiedad Guayacán de La 

Calera.  

 

Sobre el punto, vale la pena insistir que ha sido la sociedad quien ha 

desarrollado en esta misma zona diferentes proyectos inmobiliarios. No 

resulta extraño que la pasiva haya decidido construir unos elementos sobre 

su predio, para facilitar ubicación y entender la espacialidad en la zona en la 

que desarrollaba esos proyectos.  Por ejemplo, podría pensarse que el letrero 

con el nombre de la copropiedad, en atención a su ubicación, permitía una 

mejor visibilidad para copropietarios y visitantes, teniendo en cuenta su 

compromiso como desarrolladora del proyecto. También cabría la posibilidad 

de entender que la vía de acceso en el referido lote litigioso, que inicia desde 

la Calle 6A hasta la portería de la Urbanización Guayacán de La Calera y que 

igualmente fue construida por la pasiva en su inmueble, atendió a que este 

ingreso a la copropiedad era más factible por allí.  

 

Téngase en cuenta que hay elementos físicos, ubicados en el “Lote BPV”, que 

sirven al proyecto Almendros de La Calera. No puede predicarse, por ende, 

que la Promotora La Cumbre S.A construyó en ejercicio de su derecho de 

propiedad, elementos materiales destinados únicamente a la copropiedad 

Guayacán de La Calera, ya que el referido lote soporta el letrero de la 

copropiedad colindante y la vía de ingreso de ésta. 
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Asimismo, en gracia de discusión y para concluir este apartado, se podría decir 

que los actos afirmados de mantenimiento, conservación y seguridad en el 

lote litigioso son de mera tolerancia. Es posible que la pasiva hubiese 

“tolerado” que su vecino -la Urbanización Guayacán de La Calera- realizara 

determinados actos que no causaran un perjuicio a su derecho de propiedad 

ni confirieran posesión, al menos mientras ejecutaba la totalidad del proyecto 

en la zona.  

 

Así las cosas, se comprende el argumento de la mera cortesía y vecindad que 

pudo provenir de la demandada en relación con los predios en los que 

desarrolló sus proyectos inmobiliarios, señorío del que nunca se desprendió 

como lo revelan sus propias acciones afirmativas y el hecho de asumir gastos 

como los referentes al pago del impuesto predial del bien litigioso [e.d primera 

instancia – 08, págs. 79-81].  

 

4.4. Sobre la posible configuración de una interrupción frente al 

término prescriptivo. La demandante se considera poseedora del bien 

identificado con número de matrícula inmobiliaria 001-965670. Si se 

admitiera este hecho como cierto, punto que no pudo superarse como pudo 

evaluarse en lo expuesto en el apartado precedente, habría que verificar si al 

interior del proceso se han acreditado actos en cabeza de la parte demandada 

que, de cara al ejercicio mismo del dominio, le impedirían prescribir ante una 

posible interrupción. Un nuevo obstáculo se advierte para acceder a las 

pretensiones de la actora. 

 

Es que, en gracia de discusión, aun considerando a la actora como poseedora 

desde el 2 de abril del año 2009, uno de los presupuestos axiológicos para 

usucapir consiste en verificar la existencia de una posesión ininterrumpida 

por el espacio de tiempo indicado en la ley. Al verificar la prueba obtenida en 

el proceso se considera lo siguiente: 

 



Rdo. 05001 31 03 003 2019 00505 02 
MP Martín Agudelo Ramírez 
Confirma decisión de primera instancia 

30 
 

Según la pasiva, la actora no pudo completar los 10 años de la prescripción 

extraordinaria, ya que la Promotora La Cumbre S.A. inició obras en el año 

2017 sobre el “Lote BPV”, conforme a licencias de construcción. [e.d primera 

instancia – 55, págs. 9 y 10]. Sobre el asunto, resulta relevante referirnos a la 

Resolución No. C1-17-0152 del 18 de enero de 2017, emitida por la Curaduría 

Urbana Primera del Municipio de Medellín [e.d primera instancia – 08, págs. 

37-55].  En el referido documento que se le otorgan a Promotora La Cumbre 

S.A dos licencias simultáneas, una de urbanización y otra de construcción, en 

la modalidad de obra nueva para desarrollar el proyecto Almendros de La 

Calera.  

 

En el documento en estudio se menciona que se citó a los vecinos según la 

ley, en atención a lo cual, la Urbanización Guayacán de La Calera presentó 

oposición, referida exclusivamente a la licencia de construcción de la vía de 

ingreso al proyecto Almendros de La Calera por la Calle 6A; se alegó que 

realizar la vía de acceso por la referida calle no cumplía con las 

especificaciones técnicas y garantías de accesibilidad y movilidad necesarias, 

por lo cual, la vía de ingreso al proyecto Almendros de La Calera debía 

hacerse por la calle 6. 

 

Valga resaltar que la referida oposición fue resuelta negativamente por la 

Curaduría Urbana Primera de Medellín [e.d primera instancia – 08, págs. 37 y 

38], ya que la solicitante de la licencia cumplió con las exigencias normativas 

en cuanto a la vía de acceso. En el mismo sentido, mediante Resolución No. 

C1-0426 del 17 de marzo de 2017, la misma Curaduría Urbana Primera del 

Municipio de Medellín decidió no reponer la referida resolución que fuera 

impugnada [e.d primera instancia – 08, págs. 56-61]. 

 

Continuando con el análisis de la prueba, hay un documento que debe tenerse 

presente y que no puede pretermitirse en cuanto al asunto que se viene 

tratando sobre la interrupción de términos. Nos referimos al acta de iniciación 

de obra de la Urbanización Almendros de La Calera (proyecto inmobiliario 
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colindante a la Urbanización Guayacán de La Calera), en el que se menciona 

el 25 de julio de 2017 como fecha de inicio del proyecto, y se señala a la 

sociedad Promotora La Cumbre S.A como su propietaria. Allí también se 

advierte como descripción: “Construcción del proyecto denominado 

URBANIZACIÓN ALMENDROS DE LA CALERA, integrado por tres (3) 

torres que se ejecutaran en tres (3) etapas constructivas, ubicado en el 

municipio de Medellín en la dirección: Calle 6 A No. 16-35” [e.d primera 

instancia – 08, pág. 71]. 

 

Al evaluar el último documento se observa que el mismo tiene una fecha 

posterior a las indicadas en las resoluciones que otorgaron las licencias para 

desarrollar el proyecto Almendros de La Calera, y también es posterior frente 

a la resolución que decidió no reponer las licencias impugnadas según la 

oposición de la demandante. El documento en estudio señala a la sociedad 

Promotora La Cumbre S.A como la propietaria del proyecto, y se establece 

como dirección del proyecto la Calle 6A No. 16-35. Destáquese que en esta 

puede identificarse con claridad el ingreso a Almendros de La Calera por la 

Calle 6A. 

 

Ahora bien, continuando con la valoración de las declaraciones de parte y 

testimonios sobre la posible interrupción de la posesión, se tiene lo siguiente: 

 

- La Urbanización Guayacán de La Calera P.H., a través de Julián Muñoz 

Ocampo, representante legal de la administradora Administración AM 

S.A.S., administración que se ejerce desde el 8 de junio de 2017, 

manifestó sobre el acta de inicio de obra y las licencias del proyecto 

Almendros de La Calera que la copropiedad no tuvo ninguna 

afectación en el “Lote BPV” hasta el año 2019, pues en tiempo anterior 

ingresaban a desarrollar el referido proyecto por la calle 6 y no por la 

calle 6A, lo que no conllevaría perturbación de la posesión afirmada. 
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El representante también expresó que la intervención de la demandada 

en el “Lote BPV”, para el año 2019 ocasionó acercamientos entre las 

partes. Indica que siempre le manifestó a la demandada que la 

copropiedad era la dueña y que fue necesario emprender acciones de 

policía por perturbación a la sana convivencia. Además, dicho 

representante legal dijo no conocer de la interposición de recursos o 

tutelas frente a la licencia de construcción del proyecto Almendros de 

La Calera, ya sea por parte de la copropiedad o de los copropietarios, 

pues esta sociedad no administraba la Urbanización Guayacán de La 

Calera para ese momento. 

 

- La Promotora La Cumbre S.A., a través de Victoria Eugenia Ochoa, 

representante legal, declaró que realizaron intervención sobre el “Lote 

BPV” desde el año 2017, fecha desde la cual se realizaron estudios de 

suelo y apiques, y que posteriormente, en el año 2018 se construyeron 

pilotes, acciones sobre las cuales expresó no haber recibido 

reclamación alguna. No obstante, manifestó que frente a las licencias 

de urbanización y construcción del proyecto Almendros de La Calera 

del 2017, la Urbanización Guayacán de La Calera interpuso “recursos” 

y “101 tutelas” oponiéndose a la construcción de la vía de ingreso por 

el referido lote. Además, agregó que en estas oposiciones no se 

manifestó que Guayacán de La Calera era la dueña, poseedora o que 

estaban perturbando la posesión del predio, y, que se ejerció la primera 

acción policiva contra la sociedad demandada para el año 2019. [e.d 

primera instancia – audienciaprimerainstancia, videograbación 02] 

 

- Nora Elena Restrepo Vélez, residente de la copropiedad desde mayo 

de 2009 hasta febrero de 2020, manifestó que desde que la 

copropiedad Guayacán de La Calera se dio cuenta que para el proyecto 

Almendros de La Calera se iba a realizar la vía de acceso de este por el 

“Lote BPV”8.  

 
8 Señala la declarante: “(…) empezaron a tratar de interponer recursos, inicialmente fueron como 
unas tutelas si no estoy mal, en ese momento yo no era de la junta, pero si firmé una tutela, 
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- Elena Korchevska, residente de la copropiedad desde septiembre de 

2013 hasta septiembre de 2021, afirmó que recuerda haber interpuesto 

una acción de tutela en el año 2017, debido a que los copropietarios de 

la Urbanización Guayacán de La Calera estaban inconformes con la 

vía de acceso del proyecto Almendros de La Calera, ya que había un 

plan o probabilidad de que la vía de ingreso se hiciera por el “Lote 

BPV”. Asimismo, también explicó que en la tutela alegaron que realizar 

la vía por dicho inmueble representaba el tráfico y el riesgo para los 

copropietarios de Guayacán de La Calera, y los jueces respondieron 

que no había problema con eso. También, dice no recordar si en la 

tutela mencionaron que eran poseedores del lote. 

 

- Oscar Eduardo Jaramillo Pérez, residente de la copropiedad desde 

agosto de 2009 hasta el presente, manifestó que “pudo haber” 

presentado una acción de tutela frente a la utilización del “Lote BPV” 

por parte de Promotora La Cumbre S.A.; seguidamente expresó que 

no recordaba en qué año la pudo haber presentado.  

 

- María Claudia Gaviria, residente de la copropiedad desde mayo de 

2009 hasta marzo de 2021, expresó que la administradora 

Administración AM S.A.S era la encargada de los abogados, 

administración que se daría desde el año 2017. Dice no tener 

conocimiento de oposiciones a la licencia de construcción del proyecto 

Almendros de La Calera, ni recordar interpuesto acciones de tutela. 

 

Así pues, la parte demandante buscó oponerse en diferentes momentos y de 

diferentes formas a las acciones que venía desarrollando Promotora La 

Cumbre en el “Lote BPV” desde el año 2017, para que finalmente no se 

 
empezaron con una tutela, contrataron un abogado”. También expresó que “las acciones de tutela 
se presentaron antes de presentar la demanda”. Seguidamente expresó no saber en qué año se 
interpusieron las tutelas, ni saber si en los recursos se mencionó la posesión de la copropiedad 
sobre el “Lote BPV”. 
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construyera la vía de acceso al proyecto Almendros de La Calera por el 

referido lote.   

 

Lo anterior, permite fácilmente advertir que la demandante conocía de la 

calidad de propietaria de Promotora La Cumbre S.A con respecto al lote, 

contrario a todo lo afirmado por esta en el presente proceso. No solo por el 

conocimiento que tenía al oponerse a la solicitud y concesión de la licencia 

de urbanización y licencia de construcción simultánea en la modalidad de 

obra nueva para desarrollar el proyecto Almendros de La Calera, sino también 

por cuanto desde el año 2017 se tenía conocimiento del anexo de resolución 

que otorgó las licencias a la demandada [e.d primera instancia – 04, págs. 229-

246]. 

 

También es posible considerar desde la prueba testimonial, pese a la ausencia 

de cierto soporte documental, que para el año 2017 la copropiedad Guayacán 

de La Calera conocía de la titularidad del lote y de la construcción de la vía de 

ingreso del proyecto Almendros de La Calera por dicho inmueble. Es por 

esto que se contrató a un profesional en derecho para oponerse al 

otorgamiento de licencias y presentar los recursos correspondientes, además 

de interponerse acciones de tutela. 

 

Ahora bien, pese a lo manifestado en apartado anterior, de que las licencias 

no conllevan pronunciamiento alguno sobre la titularidad de derechos reales 

o de la posesión sobre el inmueble objeto de ella, es menester diferenciar la 

licencia de la oposición. La copropiedad Guayacán de La Calera presentó 

oposición a la solicitud de licencias pretendiendo impedir la construcción de 

la vía de acceso del proyecto Almendros de La Calera por el “Lote BPV”.  

 

Nótese que dicha oposición no tuvo como argumentos la posesión de la 

actora, ni reproche alguno sobre que una persona distinta a ella estuviera 

tramitando licencias en el inmueble litigioso.  Se revelan las razones de esas 
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oposiciones, la principal, sin duda, era impedir que se hiciera la vía de acceso 

a la unidad residencial vecina. 

 

 

También resulta cuestionable que la actora exprese que solo se dio cuenta de 

que la sociedad demandada era la propietaria del “Lote BPV” para el año 

2019, cuando ya se había presentado varias oposiciones en el año 2017. Si la 

a la sociedad Promotora La Cumbre S.A solicitó y se le otorgó las referidas 

licencias para desarrollar el proyecto inmobiliario Almendros de La Calera, lo 

mínimo sería preguntarse qué tipo de relación tenía la sociedad con el “Lote 

BPV”.  

 

Con respecto a este punto, también es reprochable que la sociedad 

demandante no haya aportado prueba alguna donde se pudiera observar la 

protección de su posesión, ya sea una comunicación directa entre la 

demandante y la demandada o un amparo policivo.  

 

Siendo estos los medios más expeditos para buscar proteger la perturbación 

de la posesión, acciones a las que acudió la actora solo hasta finales del año 

2019, según sus dichos, señalando que solo en este tiempo la sociedad 

demandada perturbó su posesión, pues en tiempo anterior el desarrollo del 

proyecto Almendros de La Calera no afectó la posesión de la copropiedad 

sobre el “Lote BPV”. 

 

Se concluye del material probatorio que la actora, aun considerándola como 

poseedora en gracia de discusión, en el caso concreto se ha demostrado que 

no completó el término de prescripción adquisitiva extraordinaria de 10 años. 

Desde el 2010 es imposible, por lo ya explicado; no dan las cuentas sobre el 

cómputo. Y si se parte desde el 2009 tampoco, por lo que se viene 

considerando sobre posesión interrumpida; esta supuesta posesión no tendría 

más de 7 u 8 años a partir de su inicio; podría incluso pensarse en un posible 

reconocimiento implícito del dominio ajeno en cabeza de la sociedad 
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Promotora La Cumbre S.A. para el 2017, cuando se surtieron los antedichos 

trámites y oposiciones que involucraron al “Lote BPV”. 

 

4.5. Precisión final. Aunque lo pretendido debe desestimarse, esto no 

significa que los intereses de la actora en lo que respecta al acceso de la 

copropiedad, a través de la vía construida al interior del predio de la 

demandada, no puedan considerarse otro escenario procesal. Eso sí: por 

razones sustanciales ya estudiadas, y por estricta congruencia (p. ej. por los 

límites que impone la individualización desde la presentación de la demanda).   

 

Quedarían asuntos pendientes como podrían ser la posible configuración de 

una servidumbre de tránsito, pues es evidente que el ingreso a la copropiedad 

Guayacán de La Calera fue construido por el “Lote BPV”, siendo, además, el 

único acceso que tienen los copropietarios.  Es en este escenario que podría 

buscarse una de las posibilidades de protección sobre la faja correspondiente 

al acceso vehicular; pero jamás buscar que ahora se pueda prescribir sobre 

una faja de lote, sin diferenciarla del resto 

 

5. Costas 

 

Con base en lo dispuesto en el artículo 365.3 del CGP, se condenará en costas 

a la parte demandante.  

 

Como agencias en derecho, atendiendo los criterios del artículo 5.1. del 

Acuerdo PSAA16-10554 del Consejo Superior de la Judicatura, se fijará una 

suma equivalente a dos salarios mínimos mensuales legales vigentes (2 

SMLMV).  

 

 

Aclaración final sobre costas y agencias en primera instancia:  Si bien 

las decisiones sobre costas (su negativa, su procedencia) son objeto de alzada 

en relación con los puntos de apelabilidad de la sentencia, no sucede lo mismo 
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con las cuestiones atinentes a las agencias en derecho; las objeciones que se 

hagan frente a su tasación deberán proponerse y tramitarse en atención a los 

parámetros establecidos en el artículo 366.  

 

Adviértase que conforme al numeral 5 de este artículo “solo podrán 

controvertirse mediante los recursos de reposición y apelación contra el auto 

que apruebe la liquidación de costas”.   

 

 

6. Conclusión 

 

 

De esta manera, conforme con el material probatorio evaluado, el Tribunal 

considera que no están dadas las condiciones para usucapir: ni por la prueba 

del inicio del cómputo para la prescripción, ni por los elementos de 

confirmación aportados para acreditar la posesión, y por la posible posesión 

interrumpida.  

 

En consecuencia, se confirmará la decisión proferida en primera instancia por 

el Juzgado Tercero Civil del Circuito de la ciudad, teniendo en cuenta las 

razones ofrecidas en los apartados considerativos previos.  

 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Primera de Decisión Civil del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Medellín, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

FALLA: 
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Primero: Confirmar la sentencia de primera instancia, proferida el día 24 de 

noviembre de 2021 por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Medellín. 

 

Segundo: Condenar en costas a la parte apelante. Como agencias en derecho 

se fija la cantidad correspondiente a dos (2) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes. 

 

En firme lo decidido, devuélvase el expediente al despacho de origen. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

Magistrado 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

Magistrado 

 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 

Magistrado 


